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COMPARECENCIA ANTE EL PLENO INFORME ANUAL 

DE 2018 DEL DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ
Sevilla, 26 de JUNIO de 2019
Señora Presidenta del Parlamento de Andalucía;

Miembros de la Mesa de la

 Cámara;

Señoras diputadas; señores diputados, público asistente... 
Comparezco ante este Pleno para presentar el Informe Anual de 2018 del Defensor del Pueblo Andaluz. Supone ésta una oportunidad única de presentar al Parlamento andaluz, a los diputados y diputadas ante los que me presento por primera vez, y a la ciudadanía en general, la valoración que realiza esta Institución sobre la garantía y protección de los derechos y libertades de la ciudadanía, como nos encomienda el Título I de la Constitución Española y el Tit. Primero del Estatuto de Andalucía, así como sobre la actuación de las administraciones públicas andaluzas a las que supervisamos.

También conocerán en este Informe las reuniones con organizaciones sociales y responsables de administraciones públicas; la elaboración de Informes Especiales; la organización y participación en seminarios, jornadas y congresos; y otras acciones relacionadas con el impulso y la protección de los derechos de la ciudadanía.

Este conjunto de actividades desarrolladas durante el año 2018 podemos resumirlo en cifras. Solo destaco algunas de ellas, ya que el Informe ha sido presentado en Comisión hace unas semanas y lo tienen disponible desde el primer trimestre de este año, lo que me exime de repetir algunas cuestiones.
El pasado año, más de 22.000 personas se dirigieron a la Institución para hacernos llegar una reclamación o consulta relacionada con la defensa de sus derechos. 

En total, nuestras actuaciones se elevaron hasta un total de 24.761, que se repartieron en:
 -10.915 quejas, de las que, la mayor parte, 7.570 fueron nuevas (7.436 a instancia de parte y 134 de oficio) y el resto tramitadas de años anteriores
· 13.117 consultas

· y 729 actividades de promoción de derechos
Estos registros son los más elevados en la historia de la Institución. Con respecto al año anterior, el número de quejas se incrementó un 11,2% y el de consultas un 26,3%. Con respecto al inicio de mi mandato, el número de quejas presentadas se elevó casi un 10% y el de consultas un 56,8%.
El mayor porcentaje de actuaciones de la Defensoría (en torno a un 60%) se centra en asuntos que competen al Estado de Bienestar (servicios sociales, empleo, educación, salud, vivienda). En 2018 destacaron las reclamaciones para hacer efectivos los instrumentos de lucha contra la exclusión social, como fueron la renta mínima de inserción o la ayuda al alquiler de vivienda.

Quiero precisar que, del total de quejas nuevas, el 44,9% afectaron a la Junta de Andalucía; el 27,1% a los entes locales (ayuntamientos y diputaciones) y el resto a la Administración del Estado, órganos judiciales, universidades o empresas prestadoras de servicios de interés general, etc.

El grado de colaboración de las administraciones lo ciframos en torno a un 73%. Es un dato positivo. También que en el 93% de los casos cerrados donde se había detectado una irregularidad fueron aceptadas nuestras resoluciones.

No obstante, quiero destacar que en esa colaboración, en un 82% de los casos fue adecuada por parte de la Administración autonómica, pero en el caso de las administraciones locales bajó a un 56%. Lamentablemente, son demasiadas las ocasiones en las que la Administración requerida no responde con la debida celeridad o envía una información que es manifiestamente insuficiente, lo que incide negativamente en la calidad del servicio público que prestamos. Por ello, estoy en la obligación de lanzar una apelación a los responsables de las administraciones públicas andaluzas para que colaboren  debidamente con el Defensor del Pueblo andaluz, lo que reforzaría las garantías que protegen los derechos de la ciudadanía.

La principal labor de un Defensor del Pueblo es escuchar, en especial, a los que no le sale la voz porque sufren un mal momento. Como dijo un homólogo mío, el Defensor sueco, “un Defensor debe asegurar que cuando el último tren se haya ido, todavía quede uno”.

Así pues, hemos elaborado un Decálogo de principios irrenunciables en base a las reclamaciones que nos trasladan los andaluces y andaluzas. Pretendemos que este Decálogo se constituya en una guía, una hoja de ruta para esta Institución, con la intención de que, con su difusión, cale en la ciudadanía.

Les enumeraré estos principios, y les expondré las principales reclamaciones que nos han llegado relacionadas con estas materias. Y lo haré, permítanme, utilizando su voz, con las mismas palabras que ellas y ellos han usado para dirigirse a nosotros.

Comenzaré con el primero de ellos. La Educación.

¿Qué nos piden los andaluces para garantizar este derecho? 
Nos piden una educación de calidad, inclusiva, y que fomente la igualdad de oportunidades.
“No luchamos por lujos, sino por la dignidad de nuestros hijos, que son tan indefensos que no pueden ni hablar”.
Ésta es la queja de Marina, una mujer que junto a otras tres madres reclama más personal para el aula de educación especial de su hija.

Señorías, tenemos un problema con la educación especial. La inclusión no se está produciendo como debiera. Tenemos una inclusión a medias porque los colegios no tienen el personal suficiente para atender a los niños y niñas con necesidades especiales. Ésta es una situación que se está produciendo en los colegios ordinarios, y que lamentablemente es peor en los centros especializados, donde las infraestructuras están obsoletas, no se cumple con la ratio de profesionales,...

Diputados y diputadas. Si queremos una sociedad en igualdad de oportunidades, hay que invertir en una educación de calidad, pública, inclusiva y que fomente la igualdad de oportunidades para todo el alumnado andaluz, en especial, para aquellos niños más vulnerables porque tengan algún tipo de discapacidad o porque tenga condiciones sociales desfavorables.

Las familias, y el profesorado, nos piden que garanticemos unos centros escolares modernos, accesibles, con infraestructuras adecuadas, con personal docente formado y donde se fomente la participación en la toma de decisiones.

Todo ello en un espacio libre de violencia. Conocen nuestro trabajo en la detección, prevención y recuperación de las víctimas del acoso escolar. Incluimos también a los agresores, que son niños, igualmente. Estamos muy orgullosos de ese Informe Especial, que ha permitido identificar claramente qué es acoso escolar y qué no, elevando una serie de mejoras en el procedimiento de la Administración. Estas recomendaciones siguen vigentes y pendientes, y seguimos considerando necesario implantarlas.

Señorías, en resumen, si queremos construir un futuro más equitativo y justo, la educación es el instrumento de transformación más poderoso. 

Hasta aquí este principio. Consideramos igualmente imprescindible garantizar a la ciudadanía las condiciones para que las personas puedan vivir lo más saludablemente posible: se trata del derecho a una sanidad universal.
“No debemos dejar nunca que la mecanización del día a día, el protocolo, la administración, los turnos, etc, estén por encima de las personas. Somos personas, no coches que entran en talleres y no tienen reparación”.
Habla José, que nos reclamó una actuación para garantizar un trato humanitario en los hospitales.

Esta Institución es una firme defensora de la sanidad pública. Lo hemos reivindicado en multitud de ocasiones, en este mismo espacio. Para ello la Administración debe crear las condiciones y resolver las carencias en infraestructuras y los fallos en la gestión.

La ciudadanía nos reclama que se garantice el derecho a la asistencia sanitaria pública; la atención debida en las urgencias, en las emergencias y en el transporte; unas listas de espera para consultas y operaciones quirúrgicas que sean comprensibles y ajustadas a los plazos que marca la ley; o un acceso asequible a los fármacos. El Defensor del Pueblo no puede más que compartir estas reivindicaciones, consciente de que la crisis ha aplazado inversiones que han provocado sentimientos de agravio comparativo entre provincias, comarcas y municipios. Esperemos que esta situación se revierta.

Me gustaría destacar dos cuestiones en Salud:

La primera: la salud mental. Creo que es la gran asignatura pendiente de nuestro sistema sanitario público. Seguimos reivindicando la necesidad de garantizar los necesarios recursos asistenciales a los afectados, especialmente, comunidad terapéutica o centros de media y larga estancia; los déficits de psiquiatras en algunas unidades y en paliar las deficiencias o crear nuevas unidades de atenciones especializadas.
La segunda: la estupenda acogida que está teniendo nuestra investigación sobre los derechos en el proceso de la muerte en Andalucía. Este Informe especial ha permitido descubrir carencias en el registro de la voluntad anticipada, en los cuidados paliativos o en el déficit de profesionales para atender a enfermos terminales en algunas zonas rurales, sobre todo en pediatría. Estas deficiencias se están alertando por la ciudadanía, y se están corrigiendo. Además, este Informe propició en parte el debate sobre la legalización o no de la eutanasia. Este Informe incorpora un anexo con los pros y contra de las distintas posiciones más relevantes. Señorías, los debates siempre aportan; no se trata de tapar bajo las alfombras los asuntos que nos afectan como seres humanos.

Un tercer principio. Al derecho a la educación y a la sanidad, incorporaría otro vértice: Renta Básica, techo digno, luz y agua.
Ésta es la queja de Amparo, desesperada:
“No somos unos parásitos de la sociedad. Lo que sucede es que no somos capaces de levantar cabeza. Simplemente quiero vivir como cualquier otra persona y no sobrevivir sin saber si al día siguiente podré ponerles a mis hijos un plato de comida caliente en la mesa”. 
Créanme que son decenas de personas las que a diario se dirigen a esta Institución en condiciones similares. 

Por esa razón, considero que una renta de subsistencia, un techo digno, y un suministro de luz y agua garantizado deben formar un paquete básico de ciudadanía. No parece una petición descabellada, ni demasiado ambiciosa. No se trata de una opción política; se trata de justicia y de garantía de derechos.

Estas prestaciones garantizadas serían eficaces para combatir la pobreza y la desigualdad crecientes. Para paliar estas situaciones, las administraciones cuentan con recursos. Sin embargo, estas medidas acumulan retrasos y fallos continuados de gestión.

La entrada en vigor de una Renta Mínima de Inserción, aprobada por la Administración autonómica, venía a sustituir a un salario social desfasado del que habíamos reclamado su derogación. Esta renta, con algunas mejoras, generó expectativas que en muy pocos meses se frustraron, con retrasos que llegamos a contabilizar de ocho meses cuando la normativa otorga un plazo de dos para concederla. Hemos aportado nuestras recomendaciones y esperamos que estos trámites se resuelvan de una vez, porque estamos hablando de situaciones de primera necesidad que requieren de un auxilio urgente

Además, las ayudas al alquiler, creadas para evitar el drama de los desahucios, volvieron a evidenciar fallos en su tramitación administrativa y poca coordinación. Han sido tres convocatorias consecutivas sobre las que hemos reclamado información y seguimiento semanal con el objetivo de conocer el porqué de retrasos de hasta diez meses. Y, recientemente, hemos abierto una nueva queja de oficio en la convocatoria aún abierta (la de 2018). 

No hay más prestaciones sociales de emergencia para paliar estas situaciones de precariedad o los desahucios, por lo que es exigible que al menos, las que haya, se concedan con agilidad y cumpliendo los plazos legales. No se puede caer en el laberínto burocrático que describe, amargamente, la escritora Sara Mesa en Silencio Administrativo, un libro que se ha convertido en lectura obligada en la Defensoría.
“¿No es un sinsentido que justo a los que están en situación de pobreza o exclusión social se les exija más que a nadie? El laberinto burocrático puede incumplir sus propios plazos -y de hecho así sucede-, pero es implacable con los plazos ajenos”, se pregunta la escritora.

La crisis ha golpeado a muchas familias, algunas de las cuales siguen sin levantar cabeza. De igual forma, ha evidenciado nuevas realidades, como son la pobreza energética o la pobreza hídrica. 

En estos casos seguimos colaborando con las empresas suministradoras y las administraciones, con resultados positivos que nos hacen mantener la esperanza de que, con voluntad política y presupuestos razonables, se pueden mitigar estos dramas.
La atención a colectivos que necesitan de una especial atención y protección como son las personas mayores y son los menores de edad, ocupa nuestro principio rector número cuatro.

Somos la comunidad autónoma con mayor número de personas mayores de 65 años, población que va a ir creciendo en las próximas décadas. 

Nos decía Natalia: “Aunque sé que algún día mi abuelo va a fallecer, no quiero que sea por falta de comida o porque no esté cuidado. No quiero que muera con la pena de que no ha podido acceder a la residencia solicitada”.
En el caso de las prestaciones de la ley de dependencia, hemos detectado que en algunos casos se ha duplicado el tiempo de respuesta, tanto en el primer paso de la baremación, como en un segundo de concesión de la prestación. 

La mayoría de los solicitantes son personas mayores, por lo que otros problemas asociados son la falta de plazas en centros de atención residencial, casi un imposible si a la avanzada edad le unimos algún tipo de discapacidad o enfermedad como el Alzheimer. Sencillamente, no hay plazas.
Ante esta situación, las políticas de envejecimiento activo, con especial atención a las zonas rurales, se antojan imprescindibles.

Y para aquellos mayores que no se incorporan a estas actividades, que no tienen esa participación, también se hace necesaria una protección. Señorías, estamos completando una investigación sobre las personas mayores que viven solas en Andalucía, y este año podremos avanzarles las conclusiones.
Al igual que las personas mayores, la defensa de los niños y niñas andaluces es uno de los ejes de mi actuación. Como Defensor del Menor de Andalucía,  protegemos los derechos fundamentales de los niños y las niñas, con mayor atención en los que tienen una especial vulnerabilidad, como son aquellos que se enfrentan a situaciones de desamparo, sufren malos tratos, son víctimas de trata o llegan solos, sin compañía, a nuestra tierra.

Señorías, sin descuidar ni un ápice la debida protección de los derechos de los niños y niñas que ya habitan en Andalucía, he de reconocer el especial esfuerzo que hemos dedicado a la atención a esos menores inmigrantes que llegan solos y a los refugiados de la guerra.

Podría enumerar la cantidad de acciones que hemos realizado para garantizar su protección, pero por falta de tiempo, les destaco dos: los trabajos para una detección correcta de la edad de esos menores inmigrantes -que concluirá con la elaboración de un protocolo realizado por esta Defensoría, que estamos ultimando- y la llamada de atención al resto de comunidades autonónomas para una distribución ordenada, solidaria, equitativa y con los recursos suficientes de los menores que llegan a Andalucía entre las restantes CCAA, porque se trata de una política de Estado y de la Unión Europea. 

Atender a los menores inmigrantes no solo es su derecho, es nuestro deber legal y moral. Es esencial que consigamos una inserción laboral y social de estos niños y niñas, que son tan merecedores de nuestra protección y cariño como el resto de nuestros niños.

Este trabajo es continuo y les anuncio, señorías, que en el próximo mes de octubre, los nueve Defensores autonómicos y el Defensor del Pueblo nacional nos vamos a reunir aquí, en Andalucía, en unas Jornadas de Coordinación para acordar las medidas de protección necesarias para estos menores y solicitar actuaciones para garantizar sus derechos.

El resto de las actuaciones con menores las tendrán disponibles a partir de este viernes, cuando entreguemos a la presidenta de este Parlamento el Informe Anual del Menor 2018.

La igualdad de las personas con independencia de su lugar de nacimiento es uno de nuestros principios motores, el quinto de este Decálogo. Las personas que cada vez más acuden a diario a nuestra Oficina para todo tipo de trámites administrativos -solicitudes de protección internacional autorizaciones de trabajo, filiaciones a la Seguridad Social- son buena prueba de ese deseo de superar la adversidad y buscar una vida mejor en otro país, en otro continente. Más allá del riesgo de jugarse la vida, la ansiedad de buscar oportunidades es incontenible. Las vallas, en mar o tierra, se vuelven inútiles.

No lo olvidemos. El derecho internacional establece de manera inequívoca que los migrantes y sus familiares son ante todo seres humanos y titulares de derechos humanos universales, cuya dignidad y seguridad necesitan una protección especial. Por consiguiente, gozan de dicha protección jurídica como cualquier otra persona, incluso si están en situación irregular. Esto no lo digo yo, sino que lo ratifica la Unión Interparlamentaria, la Organización Internacional del Trabajo y las Naciones Unidas (Alto Comisionado para los Derechos Humanos). 

Creo que ha llegado la hora de un cambio radical en la manera en la que percibimos la migración. Me parece de justicia tomar conciencia sobre la contribución social y económica de los migrantes a la sociedad, también del trabajo que realizan los temporeros y temporeras; implementar con más eficacia normas de derechos humanos y laborales, y adoptar medidas concretas para erradicar los asentamientos y para combatir la discriminación y la xenofobia. 
La discriminación basada en el estatus migratorio no solo viola los derechos humanos, sino que es también un impedimento al trabajo en condiciones decentes y, de manera más general, a la integración social.
Los parlamentos tienen un papel clave para garantizar esta respuesta. Pueden fortalecer la cobertura de las redes de seguridad y protección social; pueden favorecer las inspecciones de trabajo; pueden adoptar medidas para promover el diálogo social y para garantizar la no discriminación y la igualdad de trato y oportunidades; y pueden prestar una atención especial al cumplimiento de las leyes.

Esta reacción debe producirse, sin complejos, en favor de la aceptación social de las migraciones, sobre todo cuando el alto precio de esta aventura están representando innumerables muertes frente a nuestras costas. Estoy convencido de que si aceptamos esta dimensión del fenómeno nos sentiremos más reconfortados y me atrevo a decir que, también, más felices. 

Un ejemplo que de igual forma nos debiera reconfortar como sociedad -y que a mí, personalmente, me reconforta como padre de dos hijas- es la reacción de las mujeres ante la discriminación de género que les ha afectado históricamente. La igualdad de hombre y mujer es el sexto de los principios que conforman este Decálogo. La igualdad entre hombres y mujeres es un principio jurídico universal consagrado en el art. 14 de la CE y reconocido en diversos textos internacionales ratificados por España, así como en diversas directivas comunitarias en materia de igualdad de trato.

Ha habido avances en conciliación y en concienciación social, pero todavía queda camino por recorrer para que hombres y mujeres tengan las mismas oportunidades. En la Defensoría, hemos detectado algunos casos de discriminación incluso en la administración pública, de mujeres que nos han denunciado desigualdad a consecuencia de su maternidad, bien en el acceso a un empleo público o bien en el desarrollo de sus condiciones de trabajo.

Pero especialmente duras son las quejas que nos llegan en vivienda, servicios sociales, violencia de género o la explotación de mujeres y niñas para la trata, con relatos estremecedores, de las mujeres y de sus hijos e hijas. Esas situaciones no son humanas.

Por esta razón, como Defensor del Pueblo, aprovecharé cualquier oportunidad para demandar medidas que empoderen a las mujeres de todos los entornos, rurales y urbanos, para evitar que estas tragedias se produzcan.

Las personas migrantes y la igualdad son principios transversales, que afectan a todas las áreas, para la Defensoría.  También lo es la atención a las personas con discapacidad, o como les gusta llamarse y yo suscribo, personas con otras capacidades.
Se han producido avances tanto en la conciencia social como en la inclusión de estas personas a la educación, al empleo o al ocio. 

Hemos trabajado mucho a lo largo de estos 35 años, y lo que queda, en garantizar accesos sin barreras a edificios; en un acceso igualitario  a prestaciones educativas, sanitarias y sociales; en  infraestructuras adaptadas a su movilidad, e incluso en la  circulación de los que van en sillas de ruedas sorteando veladores y otros obstáculos por las aceras. Pero quizás la gestión más importante es la que hemos realizado en derribar otro tipo de barreras, las mentales, sobre nuestras propias conciencias y también en la de estas personas, porque a veces ellos mismos no saben que son capaces de superar todos los límites hasta que alguien se lo dice.
Otro de los principios de este Decálogo, el octavo, es el de una Justicia justa, sin dilaciones indebidas. 

Se lamentaba Juan Manuel. “Estoy desesperado. Mi familia está en riesgo de exclusión social y necesito que se acelere este juicio”. Le han citado para dentro de tres años y medio.

Teníamos un sistema judicial colapsado y nos encontramos con que la crisis y los conflictos nacidos de esta situación económica agravaron la situación al llegar a sede judicial una avalancha de litigios derivados de préstamos hipotecarios declarados abusivos por los tribunales. Esta saturación estaba prevista por autoridades y expertos, y sí, poco más hay que decir: las previsiones se cumplieron y hoy nos sonrojamos de señalamientos de juicios para tres y cuatro años en salas de lo Social y lo Mercantil y en algunos juzgados especializados para resolver los litigios de cláusulas suelo.

Esa ralentización en las respuestas judiciales afecta a todos los grupos de población, pero quiero detenerme en uno, que es más invisible: las personas presas. Durante 2018 hemos abierto quejas de oficio sobre los problemas de la población reclusa sorda; las medidas para el fomento del ejercicio de voto para los reclusos o hemos requerido información acerca de los criterios para la presencia y acceso de menores en las visitas a los internos. También otras peticiones de internos, entre las que se podrían resaltar los problemas en la gestión de sus ayudas sociales, y sobre las dificultades para gestionar la fe de vida que exige la entidad financiera, repetidamente en el mismo año, para cobrar la pensión.
Me quedan dos principios. 
Uno es el valor de la sostenibilidad y la protección del patrimonio.
Esta Institución ha asumido que uno de los compromisos de los poderes públicos es la apuesta por el desarrollo sostenible. De hecho, este objetivo está relacionado con la erradicación de la pobreza, ya que son los excluidos los que más están sufriendo este modelo de desarrollo económico insostenible.

Apostamos por entornos más verdes y menos contaminantes; por una mayor concienciación con el cambio climático; por la recuperación de la calle como lugar de convivencia, donde se priorice al peatón sobre el conductor; por la creación de espacios de esparcimiento y rutas seguras para los menores; y por que se apueste decididamente por una economía circular basada en las Tres R: reducción, reciclaje y reutilización.
En esta línea seguimos trabajando, y se comienzan a comprobar los resultados, tras las alarmas que hemos dado para la protección de entornos como el paraje de El Algarrobico o, más recientemente, Doñana, así como en la protección del ingente patrimonio histórico artístico que tiene Andalucía.
Cerramos este Decálogo con un principio que debería ser común en las actuaciones de las administraciones públicas: Participación, Transparencia, cercanía y Mediación de conflictos.
Se trata de algunas de las líneas estratégicas cuando asumí este cargo: intensificar fórmulas de participación más real con colectivos y organizaciones sociales en la defensa del interés público de la ciudadanía; la transparencia en la gestión de los asuntos públicos; prestar un servicio ágil, cercano y eficiente que responda a los intereses de la ciudadanía y, por último, impulsar la mediación.
En cercanía, la Oficina de Atención e Información Ciudadana ha realizado 21 desplazamientos a comarcas andaluzas desde que comenzamos en 2015 con el fin de conocer de primera mano los problemas y preocupaciones de la ciudadanía. A estas oficinas móviles han acudido más de 400 personas presencialmente y nos hemos reunido con más de 300 profesionales de los servicios sociales comunitarios, además de contar con una amplia actividad institucional al reunirnos con todos los alcaldes de los municipios y presidentes de diputaciones provinciales para temas comunes a dichos pueblos.
Asimismo, durante el pasado año hemos logrado asentar el Servicio de Mediación profesional y especializado para resolver los conflictos de la ciudadanía. Como conocen, este servicio obtuvo el pasado año el respaldo jurídico en este Parlamento en un primer paso a nivel reglamentario, con el objetivo de que en un futuro próximo se pueda acometer la actualización de nuestra ley y se pueda incluir en la misma este servicio específico y útil definitivamente. Hemos introducido en la institución una fórmula novedosa y pionera de mediación; hemos gestionado 154 quejas y hemos motivado el interés por implantarla de otras defensorías de nuestro país.
Concluyo ya, señora presidenta. Permítame una breve REFLEXIÓN FINAL
El cumplimiento de este Decálogo ha sido y continuará siendo el objetivo de nuestro trabajo cada año. Ésta es nuestra aportación positiva, reivindicativa, junto a las que ya hacen otros órganos, el Tercer Sector, las administraciones públicas y la sociedad civil.
Considero que es el momento propicio para lanzar esta oferta de alianza, en la que de nuevo volvamos la mirada hacia las personas. Tras diez años de crisis en los que hemos estado más preocupados de cada gasto, de cada ingreso fiscal, de la tasa de crecimiento, de la austeridad y de los recortes, pienso que ha llegado el momento de atender de manera prioritaria las necesidades cotidianas de los hombres y mujeres.
De una existencia digna; de lograr empleos estables y sin precariedad; de erradicar la pobreza infantil; de la importancia de la educación y la recuperación del talento; de conseguir un modelo económico sostenible que supere la tolerancia a un turismo y una creciente producción salvaje y desbocada; de la vivienda como bien social; de la igualdad, sin importar ni el género ni la orientación sexual. Que se hable de lo que importa en la calle, de las cosas de comer, del pluriempleo, de la crianza de los hijos e hijas y la angustia del final de mes. 

Y toda esta tarea, es responsabilidad de todos. De los partidos políticos, movimientos sociales, colectivos, plataformas y, cómo no, de las instituciones. Hagamos todo lo posible por recuperar el respeto a las instituciones, como entidades representativas de la ciudadanía, para que recuperen su confianza en ellas. Como decía un político francés, (Jean Monnet, uno de los padres fundadores de la Europa unida): “Las personas pasamos; las instituciones quedan; nada se puede hacer sin las personas, pero nada subsiste sin instituciones”.
Por eso los responsables públicos debemos ser muy cuidadosos con el tratamiento y el respeto a las Instituciones, en especial, a aquellas que tratan directamente las sensibilidades prioritarias de la ciudadanía para ser eficaces y garantizar su naturaleza de servicio público.
Permítanme finalmente que agradezca a los adjuntos, a técnicos y personal de la Institución, hoy aquí presentes, el esfuerzo, el trabajo y la fe que han desempeñado con las personas que están detrás de las actuaciones reflejadas en este Informe Anual.

Ése y no otro es nuestro propósito: trabajar día a día sin descanso para estar a la altura de la confianza que en nosotros deposita la ciudadanía cuando busca auxilio.
Gracias por vuestra atención y buenas tardes.
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